Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 58 minutos) 


A los efectos de considerar el proyecto que tiene a estudio esta Comisión, hemos 
conformado una red de visitas y entrevistas. Hoy le toca el turno al Partido Nacional, representado por 
los señores Senadores Heber y Da Rosa -sin perjuicio de que después se incorpore algún otro 
compañero de dicha colectividad política-, quienes tendrán el cometido de informar la opinión que tiene 
su Directorio. 


SEÑOR HEBER.- Antes que nada, queremos agradecer, como Partido, la invitación que nos ha 
cursado esta Comisión del Senado de la República. Asimismo, destacamos el reconocimiento que nos 
ha hecho por ser la segunda fuerza política que recibe, ya que solamente han concurrido 
representantes de la Unión Cívica. 


El lunes pasado el Directorio del Partido Nacional realizó un análisis sobre este proyecto de 
ley, análisis que por tratarse de un tema de tanta importancia no podemos detallar en profundidad -o 
sea, artículo por artículo-, por lo que vamos a volcar solamente algunos comentarios en términos 
generales acerca de lo que nos parece la iniciativa. 


En primera instancia, queremos señalar que este proyecto de ley nos parece saludable, 
bueno, oportuno, interesante y necesario; apunta, más que nada, a la financiación de los Partidos 
políticos, que no es poca cosa. Por los estudios que hemos efectuado en la Comisión, si hay algo que 
queda claro es que la democracia uruguaya está en deuda en materia de legislación sobre control y 
transparencia de fondos. Por lo tanto, creemos que esto es muy necesario. 


Naturalmente, por ser un Partido de tan vasta dimensión, existen opiniones diversas - 
seguramente también dentro de un mismo sector- sobre la forma de financiación y de distribución y 
sobre los controles. De lo que no hay duda es de que la transparencia es necesaria. 


El principio que el Partido Nacional estuvo discutiendo en su Directorio es la necesidad de ser 
transparentes en materia de financiación, pero en estos proyectos debemos tener mucho cuidado de 
no ingresar en el funcionamiento de los Partidos. Esto fue dicho y reiterado por parte del señor 
Presidente del Directorio, ya que nosotros queremos la más amplia libertad de organización y de 
funcionamiento. Entendemos que la financiación debería ingresar en un sistema de distribución interno, 
O sea, dentro de lo que son las estructuras partidarias, no hay otra opción. No obstante, pensamos que 
ello debe estar de acuerdo con la financiación pero, al mismo tiempo, teniendo cuidado de no interferir 
demasiado en los funcionamientos internos. Ese es el criterio con que analizamos este proyecto de ley. 


Como todos sabemos, ya se han planteado ideas de ampliar sus conceptos, pero queremos 
decir que nos parece muy importante la primera sección del proyecto de ley que refiere a la necesidad 
de vigorizar, hacer más eficaces y transparentes en su gestión, así como fortalecer a los Partidos 
políticos, por cuanto son elementos esenciales para la vida democrática. 


Si bien a nivel de la sociedad se han planteado otros conceptos para buscar otras 
intermediaciones, consideramos que ello no va en desmedro de la fortaleza de los Partidos políticos y 
que esas discusiones no deben chocar. Se podrá decir “Soy partidario de los Partidos políticos versus 
la democracia directa”, pero creo que esa posición no tiene nada que ver con todo esto. Inclusive, la 
Constitución de la República contiene disposiciones muy claras relacionadas con la consulta directa y 
en ese sentido muchas veces los Partidos políticos nos dividimos internamente, sin adoptar una 
posición partidaria. A su vez, esto no va en desmedro de la sociedad civil, sino que por el contrario 
aplaudimos que se organice y, de ese modo, vaya encontrando otros canales de intermediación más 
específicos -a los que no me gustaría llamar corporativos, porque no es ese el criterio, no se trata de la 
sociedad corporativizada-, a los efectos de canalizar sus inquietudes, pues a veces a través de los 
Partidos políticos se pueden diluir. Me parece muy interesante el documento de Oscar Bottinelli, pero 
la dicotomía que allí se plantea, en mi opinión, no refleja la realidad de nuestro país, pues la sociedad 
civil no tendría que chocar con la representación de los Partidos políticos. 


Por estas razones, pienso que para lograr una mayor fortaleza de los Partidos políticos lo 
mejor es que estos sean transparentes y fiscalizados en cuanto a cómo gasta y de dónde provienen 
sus recursos. 


Con relación a las disposiciones del proyecto de ley, seguramente, me va a ayudar el señor 
Senador Da Rosa. Aunque desde ya adelanto que voy a dejar para más adelante un capítulo -al que, 
con la formación jurídica adecuada, se ¡ba a referir otro integrante del Directorio del Partido Nacional, el 
señor Senador Gallinal- relacionado con disposiciones que puedan requerir el apoyo de dos tercios del 
espectro político. Pero antes, quiero decir que sé que la intención de quienes presentaron este 
proyecto de ley es justamente generar la mayor unanimidad. Por cierto, me alegro, pues me parece 
una buena idea, sobre todo, porque pienso que cuando hay tantas cosas que nos enfrentan en la vida 
diaria, este tipo de iniciativas nos debe unir para llegar a un proyecto de ley que, ojalá, se apruebe con 
una mayoría importante. A veces las unanimidades son difíciles de conseguir, pero sería interesante 
contar con una mayoría tal que no suponga una imposición para otro Partido. Sería muy bueno, 
también, tener mayor presencia de todos los Partidos en esta Comisión, porque se están analizando 
temas muy importantes que hacen a la vida interna y a la transparencia que debemos tener en la vida 
política. 


Quiero hacer otra consideración general y es que la transparencia va ayudando a que los 
Partidos corrijan, no digo irregularidades, porque no las puedo llamar así, pero sí búsquedas 
alternativas no correctas o condenables por parte de la sociedad, cuando para financiarse utiliza - 
muchas veces lo hace el propio Estado- aportes de gente que de alguna manera es de confianza para 
el propio Partido. Esto puede generar no sólo una condena ética, sino también un cuestionamiento 
importante a nivel de los Partidos. 


Creo que si la forma en que vamos a organizar la financiación en la vida política se hace de 
forma sincera, termina siendo algo muy importante para la vida de los Partidos, sobre todo para 
terminar con ciertas prácticas en las que eventualmente caen y que -por decirlo de alguna manera- son 
condenables. 


Me parece muy importante el artículo 3? y creo que vamos a tener que ampliarlo, sin perjuicio 
de que este es un capítulo de la Sección l, donde se anuncian mayores aportes para ser más 
específicos en lo que es un Partido político y su propia definición. 


Por su parte, el segundo inciso del artículo 25, dice: “La adquisición, gravamen o enajenación 
de bienes inmuebles de los Partidos políticos, estará exenta de todo tributo nacional o departamental”. 
Entiendo que este es un buen principio para otros temas de gastos electorales a fin de que no se grave 
a la democracia. Alguien ha dicho que no se puede aplicar IVA a los Partidos políticos, porque es una 
forma de gravar la democracia, que no es un artículo de consumo. De todas formas, las propagandas 
que realizan los Partidos políticos están gravadas con este impuesto, lo que genera problemas en su 
contabilidad. 


Aclaro que no estamos en condiciones de ingresar pormenorizadamente en los artículos, 
pero vamos a realizar una exposición de carácter global. No estamos muy de acuerdo con la figura del 
jefe de campaña y preferimos afiliarnos a la tesis de Bottinelli, en cuanto a que el candidato y las 
autoridades del Partido -las que la propia organización establezca- son los responsables. Creemos que 
estaríamos creando una nueva figura muy difícil de encontrar; no existe costumbre en nuestro Partido 
de tener la figura del jefe de campaña. Además, según la nueva reforma política tenemos candidaturas 
únicas y una autoridad única. Por lo tanto, a fin de penalizar o responsabilizar a los Partidos cuando 
estos se aparten de las normas legales, perfectamente se puede pensar en el propio candidato y en las 
autoridades partidarias para el cumplimiento de las disposiciones que establece la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de que haya una figura, la idea es que esto se vote, si 
no es por unanimidad, por una gran mayoría, a fin de que nadie lo vea como una imposición. El tema 
del jefe de campaña se recoge porque se ha avanzado en algunas leyes anteriores que hemos ido 
modificando. Debe haber un responsable y, naturalmente, cuando el manejo de los recursos se hace 
en forma irregular, es obvio que el candidato no estará exento de responsabilidad. Sin embargo, puede 
haber situaciones de menor cuantía y, para ello, habrá un responsable que es el jefe de campaña, 
porque tampoco se pretende que todo el tema del financiamiento empiece a generar turbulencias en la 
campaña electoral. Lo que se busca es que la ley estimule que, elección tras elección, se vaya 
generando una conducta y una cultura determinada, sin generar situaciones que culminen en un 


desorden electoral, como consecuencia de la creación de un corsé que la cultura uruguaya no ha 
podido ir acompañando. Entonces, quizás se podrá encontrar una figura distinta a la del jefe de 
campaña, pero hay que tener en cuenta que se podría transformar en un fusible. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente este es un encuentro poco formal en el que el Partido Nacional se 
presenta ante la Comisión del Senado para dar su opinión. Sabemos que más adelante se darán 
instancias de reflexión y de intercambio de ideas que permitirán encontrar las figuras más adecuadas. 
No obstante, sí decimos que la figura del jefe de campaña no es un elemento al que estemos 
acostumbrados en nuestro funcionamiento interno, lo que genera un problema y, por lo tanto, nos 
interesa que se tenga en cuenta a la hora de analizar las dificultades que se puedan presentar. 


En este momento acaba de llegar el señor Senador Gallinal, otro de los secretarios del 
Partido Nacional, una figura ilustre de nuestra colectividad política y un hombre renovador y con 
proyección. Quien habla, junto a los señores Senadores Gallinal y Da Rosa, estamos representando a 
los tres sectores del Partido Nacional, en reemplazo del Presidente del Directorio de nuestra 
colectividad política, quien no ha podido estar presente en el día de hoy por problemas de enfermedad. 


Hace unos momentos realicé una introducción en la que expresé las consideraciones 
generales y dejé pendiente el tema de la necesidad de las mayorías especiales, al que hará referencia 
el señor Senador Gallinal, dados los conocimientos constitucionales y jurídicos que él posee. 


En lo relativo al financiamiento público, el proyecto de ley no establece lineamientos claros 
en cuanto a cómo se va a financiar. Aparentemente se establece un aumento de los porcentajes y de la 
UR, lo que permitiría financiar las campañas electorales y también el funcionamiento permanente de 
los Partidos entre las elecciones, tomándolo como un adelanto a cuenta del fondo de elecciones. En 
este tema, creo que tenemos que ser mucho más simples puesto que se trata de un asunto funcional. 
Consideramos que sería mejor separar el funcionamiento puramente electoral del institucional. Hay que 
tener claro que el Estado ya está gastando dinero en el tema electoral y ahora se agregaría el 
financiamiento permanente, cosa que sucede en todas partes del mundo. Eso permitiría contar con 
distintos asesoramientos, crear estructuras y evitar mecanismos laterales que los Partidos utilizan para 
poder sustentar sus aparatos políticos y que muchas veces generan acciones condenables. 


En consecuencia, creemos que el tema quedaría más claro si se separara el financiamiento 
electoral del público institucional para el funcionamiento de los Partidos, entre las elecciones. De este 
modo, la gente podría saber claramente cuánto le sale anualmente la financiación de los Partidos y no 
se estaría generando una gran bolsa que podría ser hasta mal interpretada, porque se va a utilizar lo 
que ya gasta el Estado más el gasto anual de funcionamiento. Me parece que esta sería una mejor 
presentación del tema, aunque aclaramos que estamos de acuerdo con todo esto. 


En el Capítulo Il se habla del funcionamiento privado. Vuelvo a decir que, en este sentido, 
coincido con las reflexiones de Botinelli en cuanto a que podemos conversar sobre el tema de las mil 
Unidades Reajustables. Tendríamos que tener en cuenta la experiencia de financiación y de aportes 
que hemos tenido y sobre las que ya hemos rendido cuentas en la Corte Electoral. 


Tengo en mi poder la declaración jurada de los Senadores y del candidato a la Presidencia, 
por lo que podríamos analizar los números respectivos. También podemos presentar los aportes que 
hemos recibido cada uno de los partidos, de modo tal de buscar una cifra más adecuada a la realidad. 
Coincidimos en que techos muy bajos sobre la contribución de los privados pueden generar problemas. 
Esto ocurre en otros países, aunque todavía no en el Uruguay, porque carecemos de una ley que 
regule su financiación. Precisamente, en el exterior esto ha sido motivo de escándalos políticos, en 
función de que se falsea la verdad. Creo que acá tenemos que ser sinceros y buscar una cifra que 
represente aproximadamente el promedio de aportes que hemos tenido los Partidos en la realidad 
actual, tal como lo hemos declarado en la Corte Electoral. Me parece que ir a la realidad es mejor que 
poner un techo muy bajo que después podría generar -espero que no pase en el Uruguay- escándalos, 
como ha ocurrido en campañas electorales americanas y europeas que han terminado con 
procesamientos de candidatos. Entonces, considero que debemos ser lo más sinceros posible en esto, 
buscando una contribución media en función de las contribuciones que ya hemos declarado en la Corte 
Electoral. No obstante, este es un tema para analizar en detalle. 


Vuelvo a reiterar el tema del IVA y de los impuestos a la democracia. 


Sobre el acceso gratuito a la publicidad, creo que tenemos que trabajar mucho. Estamos de 
acuerdo con alguna idea que ya se ha manejado en la Comisión, si no me equivoco, surgida a partir de 
un planteo de Botinelli. Algunos señores Senadores comenzaron a hablar sobre la necesidad de 
establecer un acceso gratuito y un techo en la posibilidad de contratar más publicidad. Esto es 
complicado. Nosotros tenemos dificultades de distribución interna en cuanto a este tema y también 
tenemos problemas porque no todos los departamentos tienen canales. Me explico: una candidatura 
para Diputado por el departamento de Canelones utiliza los canales nacionales, porque no hay canal 
en ese departamento. Precisamente, me pregunto si los canales nacionales son montevideanos o 
nacionales. Simplemente, quiero dar los titulares para mostrar que tenemos dificultades y que estamos 
de acuerdo en buscar un acceso gratuito que pueda limitar el gasto de los Partidos políticos. Cabe 
acotar que el 80 % del gasto electoral se realiza en los canales de televisión abiertos. Entonces, creo 
que esto nos ayuda. 


Asimismo, si nosotros tenemos una financiación electoral correcta como la que hemos tenido 
en el pasado y, además, limitantes con pisos y techos para poder ingresar a los medios de 
comunicación masiva, podríamos establecer lo que decía Botinelli que, a nuestro juicio, consistía en 
cambiar el concepto de limitar a 45 días la campaña electoral, teniendo la posibilidad de ampliar más el 
espectro en función de que tenemos techos. Me parece que allí podríamos buscar un punto de 
entendimiento. 


De todas formas, tenemos que trabajar mucho sobre este tema, que es realmente complejo. 
Hemos tenido muchas ideas, pero no tenemos una posición única con respecto a este asunto a nivel 
del Directorio. 


Sí hemos tenido ideas de compañeros que han planteado la posibilidad de que la publicidad 
tenga determinadas condiciones nacionales de modo tal de no entrar en la casuística departamental, 
pero -como es sabido- nuestro Partido tiene una fuerte presencia en las elecciones municipales y ello 
genera complicaciones en la distribución, no sólo de los dineros, sino también del acceso gratuito a los 
medios de comunicación. 


Sobre el tema de los controles de la campaña electoral, quiero decir que no tenemos 
inconvenientes. Tal vez, deberíamos buscar un mayor equilibrio sobre el documento presentado por el 
Tribunal de Cuentas, en el que se propone que dicho organismo no quede subordinado a la Corte 
Electoral. En este sentido, por los contactos que hemos tenido, podemos señalar que las autoridades 
de la Corte Electoral están de acuerdo en que esto sea así. Quizá, habría que buscar una suerte de 
jerarquización, tanto de la Corte Electoral a la hora de asignar los recursos, como del Tribunal de 
Cuentas cuando realice el control final del gasto. En definitiva, uno asigna y otro controla. Nos da la 
sensación que este es el rol que deben cumplir ambos organismos en la vida de los Partidos. 


Por otra parte, deseo señalar que participamos de lo que se establece en la Sección !!l del 
Capítulo |, que refiere al costo de los funcionamientos permanentes. Vuelvo a decir que en esta materia 
nuestra intención es hacer una división para que esto sea más transparente. Digo esto, porque una 
cosa es el financiamiento para el funcionamiento de los Partidos y otra, el de las campañas electorales. 
Estos son aspectos sobre los que debemos trabajar y estoy seguro que podremos llegar a un acuerdo. 


Creemos -como lo ha planteado el politólogo Oscar Botinelli- que en el proceso electoral del 
Uruguay se deberían financiar las cuatro elecciones. Es más; consideramos que la elección interna no 
es tal, sino una elección preliminar o primaria, que constituye un paso dentro de un mismo proceso de 
selección. En este sentido, somos partidarios de financiarla, por supuesto, con cifras mucho menores a 
las que se utilizan actualmente. Aquí de lo que se trata es de tener una financiación tal, que permita 
dar la oportunidad de aparición a nuevos sectores y listas en la vida interna de los Partidos. 


En consecuencia, creemos que la financiación en esta instancia es básica, porque nos 
parece que iguala las oportunidades de arranque, no sólo con respecto a los otros Partidos, sino 
también en la vida interna de ellos. Muchas veces, nosotros hemos hablado del “efecto acordeón”, 
como queriendo significar que en las elecciones internas se abren todas las posibilidades y después la 
misma legislación es la que se encarga de cerrarlas para poder encolumnarse en corrientes nacionales 
porque, de lo contrario, se perderían las posibilidades de obtener una banca. Es por lo expuesto que 
consideramos importante poder financiar a aquella persona que quiere disputarle el lugar a quien 
ocupa una posición dentro de un Partido. Debemos entender que esto es parte de un mismo proceso, 
que no es solamente presidencial, sino de constitución de listas al Senado y a la Cámara de 


Representantes, producto de la marcación de votos que muchas veces se da en las elecciones 
preliminares. 


Tal como opina el politólogo Oscar Botinelli, creemos que tenemos que financiar la otra 
instancia del balotaje o segunda vuelta -como se le quiera llamar-, en donde termina el proceso de 
selección del Presidente cuando éste no obtuvo la mayoría. Este, lamentablemente, no es el caso de 
las elecciones pasadas. 


(Dialogados) 


Por lo tanto, nos parece muy importante la posibilidad de que se puedan financiar las dos 
elecciones que no tienen financiamiento, por supuesto, no con los mismos montos que se utilizan para 
las nacionales. 


Solicitaría al doctor Pablo Iturralde y al señor Senador Da Rosa que, si me olvido de hacer 
referencia a algunos puntos, me hagan las acotaciones del caso. 


En cuanto al financiamiento privado, reitero que no tenemos una cifra concreta y que 
debemos analizar el tema en función de la propia realidad porque, de lo contrario, nos engañariíamos a 
nosotros mismos y seríamos un poco hipócritas frente a una financiación que tiene que ser 
transparente y veraz. 


En lo que tiene que ver con el capítulo relativo a las prohibiciones, quiero recordar que ha 
dado mucho que hablar. Hay aspectos que son obvios. Por ejemplo, se establece que los Partidos 
políticos no podrán aceptar contribuciones de organizaciones delictivas o asociaciones ilícitas, así 
como tampoco de gobiernos o entidades extranjeras. No obstante esto, creo que deberíamos precisar 
algunos puntos de este capítulo, porque no queremos que posteriormente se genere un problema. 
Todos conocemos la presencia que el Estado tiene en la vida económica del país; creo que directa o 
indirectamente todo el mundo está relacionado con él. Por ello, pienso que no debemos llegar a la 
instancia de una contribución que no sea factible porque podría suceder que mañana, por contribuir a 
un Partido, esté vedado presentarse a una licitación. 


Creo que podemos encontrar una formulación transparente y que contemple lo que busca 
este artículo, que es justamente evitar la corrupción. Pienso que podremos mejorar la redacción para 
encontrar un concepto común. 


Con respecto a las sanciones, en términos generales, estamos de acuerdo, pero no 
compartimos -y nos parece muy grave- el artículo 35 que habla de la disolución de los Partidos 
políticos. Había dudas acerca de quién lo había presentado, pero considero que no podemos hacer 
responsable a un Partido político por los inconvenientes, transgresiones o violaciones a la ley de 
determinada persona o candidato perteneciente a él. Llegar a la disolución de un Partido político es un 
hecho que, en mi caso, pesa mucho ya que el Partido Nacional tiene 170 años de historia y no es 
posible que termine coyunturalmente mañana debido a la violación efectuada por un candidato. No 
hace honor a su historia que termine disolviéndose un Partido político y no haciendo responsable al 
candidato que, en definitiva, traicionó sus principios básicos. 


Estamos de acuerdo en establecer sanciones muy duras y severas, pero no en que la 
responsabilidad deba recaer en los Partidos políticos. Creemos que tiene que recaer en los actores 
que, en caso de violar la Constitución, deben ir presos. 


La Sección relativa a la contabilidad hace una referencia a la jerarquía del Tribunal de 
Cuentas que nos parece muy importante. 


Tal vez los señores Senadores Da Rosa e Iturralde puedan complementar lo que he 
manifestado. 


SEÑOR DA ROSA.- En cuanto al tema del financiamiento privado, tal como acaba de expresar el señor 
Senador Heber, se dice que los fondos que reciban los Partidos políticos a efectos de sus campañas 


electorales no podrán exceder en total, por cada donante, la cantidad de 1.000 Unidades Reajustables. 
Ya hemos conversado sobre esto e, incluso, intercambiamos ideas en la primera o segunda reunión de 
esta Comisión. En realidad, tengo entendido que esta cantidad fue establecida a título de prueba, pero 
que no constituye una posición definitiva y nosotros hemos manifestado que consideramos demasiado 
insuficiente ese monto. 


El politólogo Oscar Bottinelli, en su exposición ante esta Comisión referida a que no hay 
muchas experiencias exitosas en el mundo respecto a los controles para fijar límites al aporte de los 
donantes privados, dijo que en realidad se inclinaba más por establecerlos en el gasto realizado en los 
medios electrónicos -es decir, en televisión, en radios y en televisión codificada- porque eso era más 
fácil de medir y podía ser un mecanismo más efectivo. 


De cualquier manera, aun teniendo en cuenta el aporte del politólogo Bottinelli -en este 
aspecto se debe actuar con realismo-, pienso que hay que ponerse en una posición intermedia, es 
decir, no aceptar o establecer lineamientos generales que impidan que los financiamientos privados 
incidan en la conducta o en la actitud de los Partidos políticos. Creo que ese es el sentido de la norma 
y en eso estamos totalmente de acuerdo. Sin embargo, pienso que tampoco podemos ponernos en 
una posición tan estricta o demasiado rígida que después termine siendo fácilmente contravenida por 
vías indirectas o simplemente sea motivo de transgresiones que den lugar a conflictos políticos, ni que 
hablar en campañas electorales. 


Entonces, parece lógico que busquemos una solución intermedia. Alguien planteó -no 
recuerdo si fue el propio Bottinelli- la posibilidad de que el tope de las donaciones privadas no fuera 
superior al monto del aporte que los Partidos reciben del Estado por todo concepto para la campaña 
electoral. 


Otro tema tiene que ver con el fortalecimiento de los medios a través de los cuales se pueda 
transparentar la documentación. Nos parece importante hacer un registro más estricto de la 
documentación y de cómo, de quiénes y en qué condiciones se reciben aportes privados, en lugar de 
poner tanto énfasis en el tema del tope porque, reitero, se presta a que muchas veces -todos sabemos 
que es así- se busque la forma, por vías indirectas, de fraccionar las donaciones y que aparezcan 
distintos donantes para, en definitiva, estar dentro de los límites de los topes que marca la ley, de modo 
que la finalidad que ésta persigue termina siendo absolutamente transgredida. Pienso que ese es uno 
de los aspectos en el que tenemos que profundizar, relacionando este tema con el de la 
documentación, como una forma de buscar que se logren los dos objetivos: transparencia y realismo 
en cuanto a la aplicación de las normas. 


Si bien ayer no estuve en la reunión del Directorio del Partido Nacional, sé que se planteó el 
tema de la exigencia de mayorías especiales para aplicar algunas de las normas. 


SEÑOR GALLINAL.- Obviamente nos representan las expresiones de los compañeros que han hecho 
uso de la palabra anteriormente, pero queremos señalar que consideramos de alta importancia la 
necesidad de legislar en esta materia. Hemos analizado algunos plazos que, sobre todo, el oficialismo 
nos ha trasladado respecto a la posible aprobación del proyecto de ley. Compartimos la inquietud y la 
necesidad de hacerlo lo más rápidamente posible, porque creemos que es un tema para no dilatar en 
el tiempo, pero quizás sea demasiado pronto aprobarlo a fines de este mes. Mas aún, estamos 
pensando en hacer hoy una exposición de carácter general -con ese talante llegamos hoy a la 
Comisión- como la que se ha realizado. 


Después, cuando estemos en conocimiento de las opiniones que van a aportar todos los 
Partidos políticos en sus representaciones ejecutivas y los distintos especialistas y politólogos que se 
están consultando -que sin duda nos han ilustrado acabadamente, particularmente en lo referente al 
Derecho Comparado, es decir, en cuanto a la forma en que esto se ha vivido en otros países-, en 
función de esa información, estaríamos en condiciones de pulir el articulado. Quizás para entonces 
estemos pensando en una segunda comparecencia del Partido Nacional a esta Comisión, a efectos de 
trasladarles propuestas de artículos alternativos a los del proyecto original. Creemos que el texto 
propuesto es una muy buena base, pero es muy difícil contemplar todos los casos en una primera 
iniciativa. Por ejemplo, en lo que tiene que ver con el reparto de los espacios televisivos, se hace 
referencia directa a la candidatura presidencial y a las listas al Senado, pero en ningún momento se 
mencionan las listas a la diputación. Obviamente, estas últimas están todas vinculadas a una lista al 
Senado, pero ese tema puede traer algunas dificultades. 


En consecuencia trasladamos al señor Presidente, si le sirve -y creo que le va a servir 
mucho-, la vasta experiencia del Partido Nacional que resuelve sus problemáticas internas y las 
encara, dando participación a todos sus dirigentes, de lo que van surgiendo elementos de las más 
disímiles características que enriquecen el debate. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


En definitiva, ya sea porque el Partido comparezca nuevamente en la Comisión a través de 
sus autoridades o porque quienes lo integramos actuemos en su representación, se traerán 
redacciones alternativas a los distintos artículos. Para ello, en la interna del Partido Nacional 
necesitamos tiempo para estudiar los distintos planteamientos que estamos recibiendo de todos los 
dirigentes -ya sean Legisladores, Intendentes, Ediles y dirigentes departamentales- y también las 
opiniones de los demás Partidos -que nos interesan mucho y que estamos escuchando atentamente en 
Comisión-, así como la información aportada por los politólogos que, reitero, ha sido muy interesante. 


Por otro lado, consideramos que una norma de estas características, por su jerarquía, 
importancia y dimensión, necesita lograr cierto consenso a nivel del Parlamento de manera de ser 
impulsada con el apoyo de la mayor cantidad de Partidos políticos posible. No voy a decir que necesite 
unanimidad, pero los Legisladores del oficialismo compartirán con nosotros que, para dar fuerza a la 
implementación de la ley, se requiere, reitero, un apoyo mayoritario. Eso nos facilita la discusión de otro 
tema que también va de suyo: consideramos que de acuerdo con las disposiciones constitucionales, 
por tratarse de una ley directamente vinculada a las garantías del sufragio, requiere la mayoría especial 
que se establece en el artículo 77 de la Constitución, vale decir, de dos tercios de votos. Creemos que, 
en este caso, esa mayoría juega a favor; lograr o aprobar una norma de estas características con los 
dos tercios de votos de cada una de las Cámaras -o, todavía, con un respaldo mayor- es una garantía 
adicional que se le da a una ley de esta naturaleza. Esta ley tendrá un peso y una gravitación muy 
importante sobre las instancias electorales futuras e, incluso, puede incidir sobre el resultado de la 
elección. 


Entonces, cuanto más equitativas sean las normas y más amplios sean los criterios y cuanto 
mayores posibilidades de apertura se den para que todo aquel que aspira a una candidatura, a una 
representación, tenga la posibilidad, verdaderamente, de implementarla, mejor será para el sistema 
político. Creo que estamos invirtiendo en democracia cuando establecemos normas de estas 
características. 


En consecuencia, todo esto va más allá de la discusión que se pueda generar respecto a si 
se requieren o no los dos tercios. A este respecto, nosotros entendemos que sí. Más aún, puedo decir 
que en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado hemos actuado siempre con un criterio 
muy amplio respecto a la aplicación del artículo 77 de la Constitución de la República -si no me 
equivoco, en su numeral 12- que es el que establece estas mayorías especiales. Hoy están a estudio 
de esta Comisión un par de proyectos de ley vinculados a las instancias electorales respecto a los 
cuales prácticamente todos hemos coincidido en que se requiere una mayoría de dos tercios. Y éste, 
sin duda, la requiere porque eso hace a la garantía del sufragio. 


Por lo tanto, nos permitimos trasladarle a la Comisión la visión del Partido Nacional respecto 
a ese condicionamiento porque, reitero, el hecho de que seamos capaces de llegar a esos dos tercios, 
nos parece que termina transformándose en una garantía, en un beneficio para el proyecto. En lo que a 
nosotros respecta, puedo decir que tenemos la mejor disposición a alcanzar las mayorías 
correspondientes y a seguir trabajando en el articulado propuesto; tenemos tres miembros en la 
Comisión que van a seguir impulsando, desde el Senado, los avances que se puedan lograr en una 
consulta que, repito, estamos haciendo en forma permanente con los compañeros de la Cámara de 
Representantes, porque entendemos que es bueno progresar en el acuerdo con los Diputados antes 
de la sanción del proyecto en la Cámara de Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a leer el artículo 77 que, en su numeral 7*, dice: “Toda nueva ley de 
Registro Cívico o de Elecciones, así como toda modificación o interpretación de las vigentes, requerirá 
dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara. Esta mayoría especial regirá sólo para 
las garantías del sufragio y elección, composición, funciones y procedimientos de la Corte Electoral y 
corporaciones electorales. Para resolver en materia de gastos, presupuestos y de orden interno de las 
mismas, bastará la simple mayoría;”. Entonces, ahí se da toda una discusión acerca de si esto es en 
función de la Corte o de los Partidos. 


SEÑOR GALLINAL.- En el último inciso dice que la mayoría simple es para resolver en materia de 
gastos en lo que refiere a esos organismos. Así se ha venido interpretando sin contradicción, 
pacíficamente. 


SEÑOR ITURRALDE.- Quiero expresar mi agradecimiento, en nombre del Partido, por haber sido 
invitado a esta sesión. Comparto los dichos de los compañeros que me precedieron en el uso de la 
palabra y, en general, quiero marcar como un hecho positivo el que el Senado se esté abocando -y 
que lo vaya a hacer el Parlamento- a aprobar una ley de Partidos políticos, sobre todo, en esta materia 
que tanto hace a la calidad de la democracia. Entendemos que la mayor cristalinidad en el 
financiamiento de los Partidos políticos y de las elecciones es la garantía fundamental que debe tener y 
reclamar el ciudadano. Cuando no existen los financiamientos genuinos, se buscan otras formas de 
financiación por vía oblicua -que no es lo mejor- y, obviamente, eso genera determinadas suspicacias 
en los ciudadanos. 


Sabemos que es un tema delicado de manejar y más allá del numeral del artículo 77 que 
señalaba el señor Senador Gallinal, esto requiere un consenso importante para llevarlo adelante, ya 
que no es bueno para el sistema político tener una batalla mediática acerca de estos temas. Nos 
parece que lo mejor es conversar con tranquilidad sobre esto y acordar determinadas cosas en las que 
ya sabemos que estamos de acuerdo. 


Existen dos aspectos que creemos están claramente separados: por un lado, el 
reforzamiento de los Partidos políticos y, por otro, las normas que los limitan. Voy a robar un minuto del 
tiempo de los señores Senadores para releer un pasaje de la obra “La Constitución Nacional”, de 
Justino Jiménez de Aréchaga, que refiere a los Partidos políticos. Dice textualmente: “Encontramos, en 
primer lugar, como tipo de asociación objeto de una regulación especial, los Partidos políticos. Las 
normas que a ellos se refieren y les imponen ciertos principios fundamentales de organización, son las 
contenidas en la legislación electoral. 


En el Curso de 1944 hemos señalado sumariamente los problemas que propone el intento de 
regular por vía legislativa el funcionamiento de los Partidos políticos y los peligros que esta regulación 
presenta para la libertad política. Mientras los sistemas totalitarios, considerando a los Partidos, a 
veces como órganos de Estado y otras veces como centros de energía política que infunden vida y 
movimiento a toda la estructura gubernamental, han llevado muy lejos este proceso de regulación, los 
países democráticos adoptan, en general, una actitud cautelosa en materia de regulación de este tipo 
particular de asociaciones. 


Y esto es natural. Si los sistemas democráticos reposan en el consentimiento de la 
comunidad, espontánea y libremente prestado, es indispensable que el poder público, por la vía de la 
ley o por medio de la policía administrativa, no interfiera en la libre formación y, sobre todo, en la libre 
transformación de estas estructuras de opinión pública. 


Sin embargo, sobre todo bajo la presión de las circunstancias excepcionales por las que ha 
pasado el mundo en los últimos tiempos, aun en los países democráticos se ha sostenido la necesidad 
de dictar ciertas normas respecto de los Partidos políticos, sea para impedir que su conducción pueda 
caer en manos de grupos oligárquicos, sea para impedir que en la tarea de selección de candidaturas, 
que representa un primer momento en el proceso electoral general, se apliquen métodos impropios del 
régimen democrático, o que, mediante la inyección de recursos económicos desde el exterior, 
potencias extranjeras puedan gravitar o influir en los procesos políticos internos de los demás 
Estados.” 


¿Para qué leí esta breve cita? Para destacar que hay que ser cuidadosos en no interferir en 
la libertad y que muchas de estas normas, que son necesarias -obviamente, esta es una vieja obra de 
Justino Jiménez de Aréchaga-, han sido solucionadas por la última reforma constitucional. El literal W 
ha regulado el proceso de elecciones internas primarias, tal como señalaba el doctor Botinelli. Ya hay 
muchas normas reguladas por esa disposición transitoria, que pueden ser modificadas mediante una 
ley especial, tal como se establece precisamente en dicho literal. Por lo tanto, quizás podamos 
abocarnos a cambiar muchas normas. 


Sin perjuicio de ello, quiero advertir que acá hay dos temas, uno más urgente que el otro. 
Uno está directamente vinculado con el financiamiento de los Partidos políticos y el otro tiene más que 


ver con su regulación objetiva. Los Partidos políticos son los únicos que cada cinco años -o a veces 
antes- se someten al veredicto de la ciudadanía, la que decide si la representan o no. Vivimos un 
tiempo en el que incluso quienes creemos en la democracia participativa, vemos cómo hay cierto 
descrédito de los Partidos políticos y cierto endiosamiento de las actividades que provienen de la 
ciudadanía casi como una generación espontánea. Pero si mañana una asociación civil no me 
representa, no tengo cómo decir a ese señor que no realice una actividad. No quiero referirme a 
ejemplos que puedan resultar complicados, pero a veces en algún país limítrofe pueden verse ciertas 
asociaciones de vecinos que promueven determinada acción, trancando y obstruyendo el libre 
tránsito. Eso es un cuestionamiento a la democracia representativa. 


Fortalecer a los Partidos políticos es reafirmar la democracia representativa, más allá de que 
existan formas de gestión directa de la democracia. En este sentido, entendemos que los Partidos 
políticos son un instrumento esencial para la vida democrática de las naciones. Como dice el profesor 
Robert A. Dahl, es impensable que funcione una democracia, sin lo que él denomina una poliarquía, o 
sea, sin la oportunidad de expresión de todos los Partidos políticos. Felicitamos, entonces, a la 
Comisión por abocarse al estudio de este tema. 


Para finalizar, quiero insistir en que, como decía hace un momento, hay dos temas, uno un 
poco más urgente vinculado a la necesidad de financiamiento de los Partidos políticos y otro para el 
que quizás podamos contar con más tiempo. 


Si se me permite, a continuación quisiera referirme a otro tema fuera de la versión 
taquigráfica. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es que este trabajo no se convierta en un diálogo de sordos y, en ese 
sentido, quiero referirme a algunos conceptos que la delegación que hoy nos visita nos ha trasmitido. 


En primer lugar, nuestra intención es que este proyecto de ley sea aprobado por el Senado 
en el mes de abril -si no es en mayo, lo antes posible-, pues hay temas delicados que de no aprobarlos 
rápidamente en este ámbito y luego también rápido en la Cámara de Representantes, es probable que 
no queden listos en 2008. En esto, si no me equivoco, existe acuerdo. 


En segundo término, aspiramos a que después de las conversaciones con los Partidos 
políticos y con los diferentes interlocutores, se cree una especie de subcomisión en la que rápidamente 
se redacten las disposiciones, de manera tal de que no se congelen las distintas posiciones. Dicho de 
otro modo, no queremos la situación de que el Partido Colorado traiga una propuesta y se aferre a 
ella; que nosotros nos aferremos a este proyecto de ley, más allá de alguna modificación y que el 
Partido Nacional presente su propia iniciativa. Por el contrario, pienso que deberíamos interactuar para 
que el proyecto de ley final reúna el mayor consenso posible y, en cierta medida, no sea de nadie, sino 
de todos. Pero, en todo caso, son opiniones. 


Por otro lado, considero que es altamente inconveniente ingresar en la discusión sobre qué 
requiere dos tercios de votos y qué no. Con total seriedad, pienso que si no se consigue la aprobación 
de los dos Partidos políticos mayoritarios, contando con el esfuerzo del tercero, va a ser muy difícil que 
podamos llegar a un proyecto de ley. En verdad, no ingresaría en la discusión del tema de los dos 
tercios, porque los tres Partidos políticos podríamos quedar rehenes de dos, tres o cuatro Legisladores, 
incluso de diferentes Partidos, pues en la medida en que hay recursos y dinero de por medio se puede 
llegar a la situación de que un mecanismo, que puede ser transparente, claro y limpio para el conjunto 
de la población, pase a ser una distorsión o un generador de turbulencias por no alcanzar los dos 
tercios. Soy consciente de que sin el apoyo de los tres Partidos políticos, sobre todo de los dos 
mayoritarios, no hay proyecto de ley, aun cuando pudiéramos llegar a un acuerdo sobre mayoría 
simple. Por supuesto, nuestra voluntad es que lleguemos a aprobar un proyecto de ley con el apoyo de 
todos, pero no queremos quedar presos de la opinión de un Diputado o de un Senador, en un 
determinado momento o en un determinado artículo. 


En fin; se trata de opiniones, pero nuestra idea es lograr un amplio consenso. Si esto es el 
proyecto que imponen unos u otros, lo cierto es que no va a caminar. En cierta medida, cuando en un 
tema electoral se pretende un amplio quórum, lo que se busca es que no se impongan unos sobre 


otros. Creo que lo ideal, una vez terminada la ronda de consultas, sería ponernos a redactar. Incluso, 
tenemos el tema de la iniciativa del Poder Ejecutivo, ya que lo ideal sería que esta llegara cuando ya 
estemos de acuerdo en sus capítulos para no contar con varias iniciativas. 


Hay algunos puntos donde pueden existir algunas zonas complicadas y creo que, aunque no 
se trate de un jefe de campaña, debe haber responsables y tienen que poder ser individualizados; 
tienen que haber personas que jueguen su nombre y lo ideal sería que hubiera algún fusible. 
Supongamos que a veinte días de una elección se produce un gran escándalo que complique al 
Partido; una cosa es que afecte al jefe de campaña o a quien se considere responsable y otra, muy 
distinta, es que involucre a personas que no tuvieron una directa vinculación. Pensemos, por ejemplo, 
en un Directorio donde muchas personas pueden no estar directamente vinculadas. Tampoco sería 
bueno que esto afectara al propio candidato porque, en definitiva, se generaría un lío, se crearía una 
situación que podríamos llamar no de paz -porque no voy a hablar de guerra-, cuando la esencia de las 
elecciones, ya no en Uruguay, sino en los pueblos en general, es resolver los conflictos por votos y no 
por la fuerza. Podrá no servir la figura del jefe de campaña, pero entonces busquemos otra donde se 
logre una identificación. El señor Senador Heber dice “Van presos”, pero es importante que para la 
opinión pública aparezca un responsable; a veces la autoridad de un Partido se pierde en un plenario 
de más de cien personas. Por eso me parece que habría que identificar más precisamente a los 
responsables para una mejor aplicación de la ley. 


Quisiera hacer una acotación con respecto al quórum de los dos tercios, que me parece 
inconveniente -aunque no he realizado las consultas pertinentes-, porque llegado el caso preferiría usar 
el condicional y decir que los Partidos que acepten el dinero público, tendrán que aceptar todas estas 
reglas. La aceptación es voluntaria, son reglas voluntarias, es decir que no se está obligando ni 
imponiendo, pero tampoco voy a quedar preso de dos o tres Legisladores. 


Hay otro tema que refiere a los montos y quiero que sean conscientes de que estamos 
haciendo gratuito el uso del tiempo en televisión, más allá de que se puede poner publicidad paga. 
Entendemos que de lo que últimamente ha otorgado el Estado, que son U$S 14:000.000 -en alguna 
elecciones los montos han variado-, U$S 12:000.000 terminan siendo para pagar la televisión. Puede 
ser que no todos los espacios en televisión sean gratuitos o sea que haya montos que se impongan, 
que haya gente o Partidos que quieran pagar. Lo cierto es que estaremos dando dinero a los Partidos 
políticos y no sé si U$S 12:000.000, pero por lo menos U$S 8:000.000 serán flujos auténticos, 
reales, producto de que en la caja de salida -la que paga- uno de los elementos de comunicación, que 
son los medios audiovisuales -ya sea radio o televisión-, no estaría. 


Por otro lado, independientemente de que se trate de estas normas, lo cierto es que vamos a 
dar dinero para el funcionamiento permanente. Entonces, ¿qué exigiríamos a los Partidos políticos? No 
solamente transparencia, sino también que generen una cultura en el sentido de no recibir dinero de 
quienes no es bueno aceptarlo. Aclaro que esta es mi opinión y que no pretendo comprometer a los 
demás señores Senadores. Por supuesto que partimos de una realidad, pero entiendo que las 
empresas no deberían dar dinero puesto que en esos casos surge la interrogante de por qué aportan a 
un Partido político y no a otro. Una cosa son las personas físicas y otra muy distinta las empresas, 
incluso aquellas que tienen accionistas, que son gobernadas por un núcleo y que dan dinero a un 
Partido y no a otro. 


Queda claro que si tenemos en cuenta la realidad uruguaya, es totalmente irreal establecer 
una prohibición de esta naturaleza. 


SEÑORA DALMAS..- En general, la mayoría de las empresas ponen huevos en todas las canastas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien eso es cierto, me parece que lo mejor es que los núcleos de actividad 
no pusieran dinero. Reitero que soy consciente de que en nuestro país eso sería algo irreal. 


Por otro lado, los montos de los que se están hablando, es decir, esos U$S 16.000 que 
equivalen a las 1.000 Unidades Reajustables, podrán ser fraccionados porque quien quiera hacerlo 
podrá poner a ambos cónyuges y así estaríamos hablando del doble. Si tenemos en cuenta que es por 
año civil, en los cinco años llegaríamos a una cifra de U$S 150.000. Queda claro que no estamos ante 
montos restrictivos y me pregunto si lo que queremos es que una persona aporte U$S 1:000.000 a un 
Partido político. Si el Estado va a aportar dinero para el funcionamiento de los Partidos políticos, me 


parece que habría que establecer restricciones a las contribuciones. Es más; considero que las que 
plantea el proyecto de ley son demasiado generosas. Se me podrá decir que la situación será diferente 
cuando los montos correspondientes a la televisión no estén presentes, puesto que los Partidos 
políticos no tendrán deudas. 


En ese caso, en la próxima elección, si la televisión no es un rubro que aparece como deuda, 
los otros gastos tendrían que ser solventados con el aporte del Estado y los Partidos políticos -algunos 
más y otros menos- deberían quedar sin deudas. Por otro lado, si a ello agregamos que el Estado 
también aportará dinero para el funcionamiento permanente y teniendo en cuenta los montos del flujo 
de dinero extra de que estamos hablando, dichos aportes no deberían ser tan necesarios. Alguien 
podrá preguntar qué sucederá con la próxima elección y a ello debo responder que no me preocupa la 
idea de llevar a cabo una transición paulatina. Podemos establecer las normas generales y dejar en 
claro que para esta elección los montos establecidos en determinado artículo pueden ser superiores. 
Inclusive, en lo personal, preferiría ir bajándolos y aspiraría a que en algún momento pudiéramos 
modificar esta ley y llegar a que las empresas privadas no pusieran dinero. 


Reitero que considero que quienes tienen opinión política son las personas y no las empresas. 


Tengo claro que en la actualidad esto es algo bastante irreal, pero si se genera una cultura de 
funcionamiento en este sentido, podremos lograrlo. En consecuencia, propongo que se haga una 
transición y reitero que estamos abiertos a cambiar, modificar o sacar artículos puesto que esta 
temática es muy opinable. En nuestra opinión, esta no es una tendencia restrictiva sino que, por el 
contrario, es algo generosa y nos parece que esa parte debería restringirse aún más. Quizás, cuando 
el financiamiento público esté funcionando a pleno, esto puede ir acotándose y mientras tanto puede 
llevarse a cabo una transición que permita que para las próximas elecciones se actúe de forma 
diferente. 


Queda claro que estamos hablando de un cambio cultural, pero lo que no quiero es que las 
empresas contribuyan con U$S 300.000, U$S 400.000 o U$S 500.000, sin importar que lo hagan con 
todos los Partidos políticos. Lo que tenemos que lograr es que si en el futuro alguien tiene que 
defender una actividad, lo correcto es que lo haga por la riqueza que da y no por el aporte de dinero 
que hizo en su momento. Cambiar eso va a ser muy difícil, pero sí podemos ir marcando una 
tendencia. 


Estas son algunas de las acotaciones que queríamos hacer, para después poder incorporar 
nuevos aspectos. 


El señor Senador Gallinal no estaba presente, por lo que debo señalar que algunos de los 
posibles temas a ser incorporados están contenidos en los artículos 1% a 8” del proyecto votado por 
Asamblea Uruguay en su momento y redactado por Orrico. Por su parte, la señora Senadora 
Percovich pidió a la Secretaría que busque un comparativo que en su momento se realizó sobre los 
diferentes proyectos. Sería bueno que lo pudiéramos tener para utilizarlo, porque me da la sensación 
de que una vez que nos pongamos de acuerdo y votemos la ley, este tema no va a tener 
modificaciones enseguida, salvo que surja alguna turbulencia. 


SEÑOR BRECCIA.- Muy puntualmente, quisiera acotar que desde mi punto de vista aquí no entra en 
juego el artículo 77. Nuestro distinguido visitante está haciendo una interpretación muy amplia del 
artículo 77 con relación al tema de las garantías del sufragio. Creo que esto no hace a las garantías del 
sufragio específicamente, según lo que se interpreta de la Constitución por tales garantías. 


En fin, también debo expresar mi absoluta convicción en cuanto a que esta es una ley que 
debería contar, prácticamente, con la unanimidad del sistema político y no creo que pueda ser 
aprobada a partir de mayorías simples. En ese sentido, hago mías las palabras de todos los que han 
vertido una opinión similar en la Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Por mi parte, comparto muchos de los conceptos que aquí se han expresado 
sobre el tema del financiamiento y con respecto hacia dónde debemos caminar, pero me parece que 
hay que tener cuidado con la definición dada por el artículo 27 del Capítulo | de la Sección 1l!. 


En primer lugar, no va a ser de fácil implementación cargar sobre las economías del Poder 
Legislativo la financiación con carácter permanente. 


En segundo término, tampoco nos convence que se establezca que el Poder Legislativo 
podrá otorgar a los Partidos políticos ese financiamiento de carácter permanente. Me parece que eso 
hace a la posibilidad de aprobación de la ley. Ello puede estar incluido y, entonces, verdaderamente 
podremos empezar a caminar hacia formas transparentes de financiación, donde cada vez se vayan 
acotando más las posibilidades de aportes privados. Pero si está incluido en forma condicional, no 
habrá garantías ni seguridades para los Partidos políticos. Me parece que eso debe ser considerado 
por la Comisión. 


En tercer lugar, no nos queda clara la redacción del artículo 29. Da la impresión de que el 
aporte permanente se termina descontando del aporte que se da en la instancia electoral; al menos, 
esa es la interpretación que creo que surge de la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los que fuimos armando el proyecto partimos de la base de un monto global 
que se gasta hoy y tratamos de no excedernos. No es que nosotros no estemos de acuerdo con que 
los Partidos políticos estén financiados, sino que no queremos excedernos. 


Entonces, ¿cómo podríamos financiar a los Partidos de manera permanente? A lo que se 
aporte globalmente le sacamos el tema audiovisual y ya empieza a ser genuino. Además, en lugar de 
tener que esperar al año 2010, se podría comenzar ahora a recibir los aportes sin necesidad de tener 
que modificar la cifra global. 


Quiero decir que todo esto se encuentra en una etapa de discusión, porque aquí de lo que se 
trata es de no recargar, sobre todo en este tramo -porque creo que después la situación se torna 
más fácil ya que todo se va ordenando-, de aquí a las elecciones, un costo adicional que -más allá de 
que todos estuvimos de acuerdo- no fue previsto. 


Vuelvo a decir que, más allá de que este tema esté en el ámbito de la discusión y de la 
negociación, sería importante contar con la iniciativa del Poder Ejecutivo en esta materia, a efectos de 
que el proyecto pueda crecer en el futuro y no genere, como sucedió cuando lo presentamos, 
inconvenientes dentro de la interna del oficialismo por argumentarse que esto podría aumentar el gasto 
del Estado. 


De todas maneras, estamos abiertos a una discusión al respecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que me satisface la interpretación que se hace del artículo 29 del 
proyecto de ley y considero que se puede llegar a una solución. De todas formas, nos sigue 
preocupando el término “podrá” que figura en el artículo 27; creemos que esto tiene que quedar bien 
definido: se hace o no se hace. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 11 y 17 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


